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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

21094 Sala Segunda. Recurso de amparo número 4/1982.
Sentencia numero 50/1982. de 15 de julio de: 1982.

La Sala. Segunda del Tribunal Constitucioqal, compuesta por
don Jer6mmo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorenl.e, don Luis Diez-Picaza, don Francisco Tomás. y
Valiente. don Plácido Fernández Viagas y don Antonio Truyol

-Serra" MagIStradOS, ha pronunciado

EN NOMBIIE DEL IIEY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por don Antonio Do­
blado Persiva. don Luis Gamboa' Corrales, doña Angeles Ló¡tez
Mateas. como viuda de don Salvador Glmeno Esteban. don José
Cundian Soriano y don'"Anastasia Panadero Hernández, re­
presentados todos ellos por la Procuradora dofta Beatriz Ruano
Casanova. bajo Ja dirección de la Abogada dofta Maria Isabel
Lobera Mercado. contra sentencia dictada por el Tribunal Su­
premo con fecha 12 de noviembre de 1981. en el recurso ex­
traordinario de Revisión promovido contra la sentencia firme
de fecha 6 de julio de 1979. dictada por 1& Magistratura de
Trabajo número 6 de las de Madrid en los autos acumulados
número 90S al 913 de 1979. promoVidos por los menc1onados
recurrentes contra el Banco Comercial TransatlAntioo.S. A.,
y _el· Estado. sobre amnistía laboral. Ha comparecIdo eD el
presente recurso de amparo. el Ministerio Fiscal, el Abogado
del Estado y- el Banoo Comerclal Transatlántico. S. A.• repre­
sentado por el Procurador don Carlos de Zulueta Cebrián.
balo la- dirección del Abogado don ~anuel Alonso· Garcia; y ha
sido Ponente el -Magistrado Excmo. Sr. -don Jerónimo Aroza..
mena Sierra. quien expresa el parecer -de la Sala.

l .. ANTECEDENTES

1.a El 5 de enero de 1982 la Procuradora doña Beatriz
Ruano Casanova. en nombre de los recurrentes que se indican
en el encabezamiento de esta demanda. presentó demanda de
amparo contra la sentencia del Tribunal Supremo (Sala Sextá)
de fecha 12 de noviembre de 1981. pronunciada en el recurso
de revisión contra la sentencia dictada por la Magistratura de
Trabajo Dúmero 6 de -las de Madrid, recaída en proceso sobre
amnlstfa laboral que_ se resolvió por indicada sentencia de e
de julio' de 1979. En la demanda de amparo los recurrentes
sol1cltan que se anule la indieada sentencia del Tribunal Su­
premo. ordenando 1& revisión de la sentencia de la Magistra·
tura de Trabajo de la que áe ha hecho mención. o subsidia­
riamente que se anule 1& sentencia del Tribunál Supremo y S&
retrotraigan las actuaciones al momento prócesal en que debió
practicarse la prueba que Indica en el cuerpo de la demanda
y que a su juicio su falta de práctica sitúa a los recurrentes
en indef~nsión. Dice 1& 1'81)resentaci~ de. 101 recurrentes que

los hechos en.que basa su demanda de amparo ¡¡on 101 ai;
guientes:

Al Que en virtud de lo dispuesto en la Ley de 15 de 00-­
tubre de 1971•.en lo que se refiere a la amnistía laboral. for­
mularon demanda en 13 de febrero de 1979. repartida a la
Magistratura de Trabajo. número 6. y esta Magistratura, des­
pués de las actuaciones procesales oportunas. dictó sentencia

. desestimatoria de la demanda. Anunciado el recurso de supli-;
cación ante el Tribunal Central de· Trabajo, fue formalizado
fuera de plazo Y. por tanto, ·rechazado. deveniendo la sentencia
firme.

B) Pasados catorce meses de ser dictada la sentencia de
la Magistratura de Trabajo, con fecha 4 de septiembre de 1980.
y con ocasión de la tramitación de otros procesos laborales
seguidos también en materia de amnistía laboral a instancia
de otros recurrentes de la misma Empresa, se tuvo conoci­
miento por los recurrentes de la existencia de un procedi­
miento de qespido promovido por el Banco. AlemAn Transat­
lAntico. S. A.• hoy Banco Comercial Transatlántico. S. A.• con­
tra varios de sus trabajadores. entre los que se encontraban

. los hoy recurrentes. .
el Siendo firme la sentencia de la Magistratura de Tra.

bajo número 6. y no siendo admisible otro r~curso. fue for­
mulado por los recurrentes recurso extraordinario de revisión
al amparo de lo dispuesto en los artfculas 1796 ., siguientes
de la Ley de Enjui~iarniento CivU y del articulo 189 de 1& Ley
de Procedimiento Laboral fundando 95tá revisión en la causa
primera del articulo 1796. .

D) La base argumental del recurso extraordinario de re-­
visión se centró en cuatro puntes que sucintamente expuestos
según lo que expone el recuITente. son los siguientes:

al Que los actores desoonocian la existencia de los docu...
mentos referentes al procedimiento de despido.

b) Que aunque los recurrentes pudieran haber tenido na-­
tlc1a del expediente de despido. hubiera sido imposible su 10'"
caUzación. por lo que se daba el supuesto de fueru. mayor.

c) Que los documentos que se aportaban. Y que eran los
relativos al Indicado -expediente de despido. eran decisivOS y
ftlildamentales. toda vez que los mismos ponían de manifies­
to qUe lo establecido en los hechos probados de la sentencii
cuya revisión se pretendía de no haber sido acreditado el hecho
del.despido. quedaba invalidado.

d) Que podrfa, darse. también. la ocultación de los referi­
dos ·documentos -por parte del Banco· Alemán Transatlántico,
Sociedad Anónima. o el Ba.ñ.oo Comercial Transatlántioo, S. A.•
ya que habia una contradicción entl'e la afirmación de la ~
presentación de este Banco en el proceso de amnistfa laboral
de que ignoraba la causa del oese de los actores y la aporta­
ción por la misma en el.acto del juicio oral en la Magistratura
<1e Trabajo de documentos acreditando la relación laboral de
169 actores, cuando ambos hechos se concretaban a la misma
época.
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el Tras la demanda de revtsJ.ón, la representacl6n del Ban·
ce Comercial Transatlántico, S. A. o Y el Ministerio Fiscal. que
actuaron en el recurso de revisión, se opusieron a la misma.
y el 12 de noviembre de 1981 la Sala Sexta del Tribunal Su­
premo desestimaba la reVisión solicitada en base 1ín1camente.
seglÍD. lós recurrentes. a lo establecido en su tlltimo consJde·
randa que el. recurrente transcribe.

n Los documentos aportados al recurso de revisión, descu·
blenos y testimoniados con fec:=ha -4 de septiembre de 1980, sur­
tieron efectos en todos los procedimientos que por amnistla
laboral se siguIeron ante< las Magistraturas de Trabajo de Ma·
drid y el Tribunal Central de Trabajo contra la m1sm& Entidad
Bancarla. /"

2,- Los motivos de amparo aducidos P9r los recurrentes
fueron los artículos 24 y l., esto es, el principio de igualdad
ante la Ley y el derecho a la tutela Jurisdiccional efectiva. Por
lo que se refiere al artículo 24, sostienen los recurrenf.N; que
se alegaba en el escrito del recurso de revisión que los docu­
mentos no se obtuvieron con anterioridad. por el hecho de
que los archivos donde S8 hallaban. carecían de los _oportunos
libros de registro. Por ello, solicitaron en el recurso de revi·
8i6n que el Tribunal Supremo recabase de las Magistraturas
de Trabajo ntlmeros 1. 2 Y S, ., d8 la Magistratura de Trabajo
Decano. una prueba respecto a la falta de existencia de 108: U­
bros de reR'istro de demandas en 108 aftas 1939 ., 1940. ambos
Inclusive. Sostienen los reeu.rrentes que el Tribunal Supremo
no practicó esta prueba. 10 que dio lugar a que quedaran en
una situación de indefensión.

Por lo que se refiere a la vlolaci6n del principio de Igualdad
10 basan los reCUITentes Invocando la sentencia dictada por
1& propia Sala Sexta del Tribunal Supremo en el recurso de
revisi6n resuelto por sentencia de 15 de abril de 1980. que a
Juicio de los recurrentes 'resuelve un supuesto que guarda
Igualdad lurídica esencial con el de ellos. dando lugar- & una
aoIuci6n distinta; .

S.- La Sección Tercera de este Tribunal Constituclonal. a
la que correspondió la admisión y el despacho ordinario de
este recurso de amparo, dispuso por Providencia de 12 de fa­
brero. también del afio actual. admitir a tré.m1te la demanda
., acordar lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley OrgAnica del
TrIbunal Constitucional; recibidas las actuaciones y una vez
que fueron emplazadas las partes del proceso de revisión del
que trae causa este proceso de amparo, compar,ct6 el Procu­
rador don Carlos de Zulueta Cebrián, en nombre del Banco
Comercial Transatlántico, S. A., r comparecieron también el
Ministerio Fiscal y el Abogado 'de Estado. Tal como previene
el articulo ll2 de la Ley OrgánIca del Tribunal Constitucional
L. O. T. CJ. la misma SeccIón Tercera. en vlrtud de Provi­
dencia de 17 de marzo actual. acordó poner de manifiesto las
actuac10Des a los recurrente. y a las otras partes compared­
das para que pudieran presentar las alega.ciones que dispone
el artículo 52 de la L. O. T. C. En tiempo y forma presentaron
laaalegaciones todos' los comparecidos en '81 proceso.

Por lo que se refiere a los recurrentes, las alegaciones las
presentaron. el 2:1 de abril, y en ellas ratificaron 10 que habían
dIcho en su demanda no aportando· propiamente alegaciones
nusvaa y soUcttando que se diera lugar al amparo en los t6r­
.minos solicitados en la demanda.".0 Por 10 que se refiere al Abogado del Estado, que~ presentó
eus alegaciones el 30 de marzo, formula las tJ).ismas en los. 81­
CUientes apartados:

Al Sobre los motivos. de amparo deducidos por los recurren­
te. considera el Abogado del Estado,' la falta de fundamento de
108 dos. y afiada qUe la demanda aduce dos· motivos de amparo,
cuaJes eon, uno la violación del a.rtfculo 24 de la Constitución.
por no haberse practicado cierta prueba: y dtro por vuIneractón
del artículo 14. Por lo que hace relación al primero de los motivos
dice que la alegación de qU8 no 98 puct1có prueba en los autos
dei recurso de revisión responde a un planteamiento que nO
ooncuerda con la realidad, pues 1& Sala Séxta. en virtud de
auto de 22 de ab.r1l de 1981 recibió a pruaba el proceso extraordi­
nario de revisión y. lin embargo, los recUlTentes no hicieron
otra manifestación en ese período de prueba qUe 1& de reiterar
la documental que habían presentado con su escrito de tnterpo­
Bidón del recurso, y declararon que de no estimarse necesaria
la pré.ctica de la docum'8l1tal pt'l'bl1ca solicitada en el escrito
de formallzación del recurso, toda vez que los documentos con6~
tan debidamente testimoniados en autos, esta parte renunciana
• la prédica de la pTUeba propuesta, en suma. dice el Abogado
del Estado, no existió negativa de la Sala Sexta a la práctica da
la pt'UJ"ba, sino renuncia a la misma por la representación de
los ~currentes. que ahora, desvirtuando lo realmente sucedido,
tratan de prevalerse de la falta de una práctica de una prueba
a la qUe libremente renunció como una hipótesis de violación del
artIculo 24.

Pero $S que la bTelevancla de 1& pn¡eba proJ)Uesta ., luego
renunciada para la dl}fensa procesal de las· partes, queda de
manf!i~sto con una sen~i1la reflexI6n. Si la representación de los
recurrentes de revisi6n no hubiera renunciado a la, práctica de
la prueba y ésta se hubIera efectuado, no por ello 98 hubiera
alterado el sentido y contenido de la sentenc:fa del recurso de
revisión. pues aunque en los 81'1.08 1919 Y 1940 89 hubiera Ue-­
vado Ubre de Registro én las Magistraturas de Trabajo, no por
ello cabría considerar qUe los documentos estaban detenidol por

ruena mayor U obra de la parte beneficiada por l~ sentencia
objeto del recurso de revisión. La existencia o inexistencia de
estos Libros de Registro podrá fac1litar o dificultar la locallzación
de unos documentos de cura existencia en archivos públicos ya
se supiera, pero nada tiene que ver con ~ los documentos l'6OC).

brados han sido detenidos o no por tuerza m!lyor u obra de 1&
contraparte que fue el motivo de revisión invocado. .

Sostiene tambjén el Abogado del Estado que no hay infrac­
ción del articulo 14 de la Constitución, pues el elemento comp.
rativo que se utiliza para razonar esta supuesta vulneración del
principio de igualdad es una sentencia de la Sala Sexta del Trt~

bunal Supremo del 15.de abril de 1980. y esta sentencia desesU­
mataria también declara que un documento carece del carActer
de decisivo que exige ei núm~ro '! del arUculo 1796 de l~ !-aY de
Enjuiciamiento Civil, entendIendo por tal carácter decIslVo_ su
idoneidad para variar el pronunciamiento de la sentencia objeto
del recurso de revisión. si aquel documento hUQiera podido ser
conocido antes de dictarse la sentencia recurrida. Como es l~
gico &1 devenir improsperable el recurso de revisión faliado por
esta sentencia por fracaso de uno de los reQ.ulsitos dal mot.iv? .de
revisión del número 1 der articulo 1796 de la Ley de EnJUICIa­
miento Civil, cual es el carácter decisivo del documento. la sala
Sexta no necesitaba plantearse, y de hecho no sé planteó, la cues­
tión de Si se cumpHan o no lo¡ demás requisitós dei árticu~

lo 1796. De' modo que la sent&ncta aducida como elemento
comparativo no da la más minima base para impedir que con·
sideraba iIppUcfta ni menOS expUcitaInente que el documento
hubiera quedado por fuerza mayor u obra de la _contraparte
benefiCiada, que es el punto de arranque del razonamiento de
la demanda Y por consecuencia Si no existe. el elemento com­
parativo sobra entrar a considerar si tal discriminación es~
zonable. lustif10adtl o arbitraria. , ..

Lo en realidad pretendido por los I'eC11rrentes es, a IUiCIO del
Abogado del Estado una suerte de revisión de la revisión. Así lo
manifiesta el supliro de la demanda. ya que en él se solicita
como pretensidh principal que este Tribunal Constitucional anule
la sentencia de la Sala Sexta y ordene la revisión.· lo que violarfa
los artículos 24 llbl Y 54 de la L.O.T.C. ya que 10 real y efectiva·
mente intentado por los recurrentes es que este Tribunal aprecie
que fueron detenidos por fuerza mayor o por obra de la contra­
parte unos documentos. respecto a los que el Tribunal Supremo
ha declarado que ni se ha acreditado detención por. la p~rte be-­
neficiada ni por fuerza mayor, ya que estaban a dIspOSIción de
los recurrentes en un archivo.

Pero' es que esta improcedente j:'1retensi6n de que 'este Tr1~
bunal Constitucional revise-la sentencia es tanto más injustifica­
ble cuando ha sido ,la propia negligencia imputable a la parl&,
que recunió en suplicación fuera de plazo, lo que la obligó a
utilizar un remedio excepcional ., utraordinario, cuyo riguroso
régimen hacia. imposible que pudiera eneauzarse por uno de sus
motivos la pretensión de aplicación de amnistía iaboral. Aiiade el
Abogado del Estado que el amparo constitucional no puede con~
vertirse en una nueva tercera instancia y menos aun cuando ello
tuera P¡;L1'& paliar' anteriores negligencias procesales imputables a
la parte. . . .

&.0 El Piscal general del Estado en virtud de escrito de 14 de
abril del mismo año se opuso también a la demanda de amparo
solicitando que se dicte sentencia denegando el amparo. Alega
en primer lugar el Fiscal general del Estado que la demanda
ha'sido presentada tuera del plazo de veinte dfas, computado por
dfas naturales y opona por esto 1& bausa de inadmisión del
artIculó SO. 11 al de la L.O.T.C.

En los apartados siguientes el FIscal general da(· Estado hace
un rel&to fáctico referido al precedente -proceso '"!aaoral y enu·
mera a continuación loa argumentos de la demanda de revisión.
A continuación el Fiscal general del Estado expone cuéJes son
los fundamentos principales del fallo desestimatorio de la sen·
tanda de revieión y que a su Juicio son los siguientes: al Los
documentos del nuevo conocimiento a los que se refcria la petl~
ctón de revisiÓD llevan' techa 193\; y 1940 Y consta que f'.staban
insertos en UD procedimiento Judicial que, una Vez firme la
resoluci6n correspondiente, quedó incorporado a un archIvo ptl· ;
bUco. en el que ha permanecido a diSpOSición de quien hubiera
querido utiUzarlos; b) La no utilizaci6n en tiempo. de los cita,..
dos documentos, se ha de imputar a la Inactividad de los deman- .
dantes y no e fuerza mayor.· .

Entienden los demandantes que la sentencia dictada en lt!fcio
de revisión viola el derecho de igualdad censa,grado en el ar~

ticulo 14 y el artículo 24, por. lo que se refiere ál derecho-al
proceso debIdo. Para el Fiscal general ael Estado la argumenta.
ción de los demandantes carece de consistencia. desde la óptica

. dIaléctica del derecho de Jgualdad por 1& diversidad de resolu·
dones, esto es, la diversidad entre la IEmtencia. eue se invoca
de la Sala Sexta del Tribunal Supremo y la sentencla que ha
dado lugar a este recurso de amparo. emana de una diferencia·
ción d,e circunstancias de oportunidad procesal para que los do~

cumentos puedan ser eficazmente utilizados como medio de
nrueba. En el oaso referencIal compe.rativo, los documentos
debieron utiUzarse en el procedimiento de instancia en tiempO y
forma mientras que en el caso de este recurso tal!"s documentos
ron utIUzados con el fin de revocar una sentencia firme median­
te el ejercicio de una pretensión excepcional eqmo es la de rev1~
sión... -

Dice el Fiscal que la sentencia impugnada no niega nI tampoco
efirma el valor material probatorio de los documentes cU~stion,a..

dos· lo que- dice con meridIana claridad es qu~ ('sos documentos
pudieron y debieron ser utiUzad06 en el procedimil'mto de Instan·
cia,. pues no estuvierolf detenidos por fuerza mayor o por obra
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le la parte en cuyo 'favOr ee hubiera dictado 1& aentencla cuya
1JVisi6n se postul&. .

Por esto el Fiscal dice que el 6nioo tema oonstitucional que
oabria suscitar es el de 1& hipotética infracción de laa garantías
procesales reconocidas en el artículo 24 de la Consütución. y en
este punto Macla que loa demandantes reprochan a la sentencia
del Tribunal Supremo su blacüvidad en orden & la prueba. Adu­
oen. en defensa de su tesa que al otros actores pud1eron hace1"S;8
oon documentos idénUco8 a loa que aqui 18 trata. lo hicieron al
miSmo tiempo que los demandantes y por una casualidad obe~

diente a una relaciÓll de lJ4turaleza per8Qnal de otra persona
con el funcionario del archIvo. E):J. UD planteamiento superficial
, meramente humano esta argu~entación despierta un cierto
eco, singularmGnte en función de la motivación de 1& pretensión
originaria y de la condici6n de los protagonistas. Pero hay otros
factores decisivos que Juegan en la cuestión como son la excep­
elonaUdad de la pretensiÓD revisora laboral y la peculiaridad del
marco institucional del recurso de amparo. .

Dice el Fiscal que el artículo 24: proclama que todas las per­
eonas tienen derecho a obtener la tutela efectiva y que este pre-­
c:epto es coherente oon el artículo 6.° de la Convención Europea
de, Derechos Humanos, ~ cuanto asegura que_ toda persona
tiene derecho a que su causa sea oída equitativa. públicamente
7' dentro de un plazo razonable, por un Trib.unal independiente
elmpareia!. Este es el sentido que la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional ha venido concediendo al derecho de d.efensa y
en este sentido se invoca por el Fiscal diversos precedentes de
este Tribunal destacando 1& sentencia de 22 de abril de 1981.

~ioe el. ~isca~,que el proc~ Judicial en que se actuó la pre­
tensión ongtnarla tiene por obJeto 1& invalidación de otro proceso
ya terminado por sentencia firme y ·por tanto la revisión afecta
a la tntangibilídad de 1& OOS&J'uzgada y, & su vez, al principio
de seguridad jul'1dica CODfagr&. o por el articulo 9.° de 1& Consti~
t1.:tción.. Pero.admitido qu& la rigurosidad de este postulado pu­
di~ hlpotétlca~nteentrar en con~icto con las exigencias de la¡ustU;:ia, concebida. como valor SUpertor de nuestro ordenamiento
urídl~. cabe adnuttr 1& posibi1í&ld de excepciones. si bien queda
JustifIcado el establec1nuento de -los filtros que sujeten la admi~
sibiUdad proE:esal de ~ pretensióp. a dos condicionamientos; uno,
que las defensas utillzables en el proceso reVÍsorío huQieran es­
capado a la ~isponibilidad. y a la dIligencia de 1& parte en el
proceso pree1"'.lstente, y el otro, de carácter sustantivo, que dichas
defensas tengan un revestimientu inicial aparente de credibili-

· dad. C?D cau~~lida.d en el fallo. Estos req uisitos no contradicen
a JuiCIO del hscal las garantías constitucional8&.de derecho de
detensa. .

Ante esta perspectiva examina la cuestión a oontinuación el
Fiscal general y dice que podría plantearse si es de la compe~
ten~ia del Tribunal Co1?-sUtuci~nalque pueda recabar en la valo­
rAción c:Ie. los dos .condicionamJentos que .antes se ha .dicho para
su 8Oá11s1s. Parece claro 'que una y otra cuestión caen dentro del
ámbi~ de. exclusividad competencial de los órganos del Poder
Judlc:lal. CItándose al respecto los artículos 44.1.b) y 54 de la
L.O.T.C., pues en el amparo constitucional no pueden hacerse
valer otras pretensiones que las dirigidas a establecer O preser~
V&r lag derechos o libertades por razón de los cuales se formuló

· el recurso~ y_.las garantías procesales que integran el derecho
de t.utela JudIcial no se identificen CO'I1 el derecho a una sen­
tencia de contenido concreto scbre el fondo de la cuestión
debatida. citándose en este punto los precedentes Jurisdiccio­
nales. -.

6.° El Procurador don Carlos de Zulueta Cebrián, en nombre
· del B~n~ Comercial Transatlántico, S. A., presentó el 22 de

abril ulLIrno escrito de alegaciones oponifndose a la demanda de
amparo en el que después de exponer los fundamentos prooesa­
les y los antec0dentes de hecho, e_n los que destacó que los pro­
pios .demandantes han Instado nuevas ysucesive.s demandas
manteniendo o ejercitando la misma acción de a.mnistía laboral
y .que fueron unas desestimadas y otras desistidas. pasa a ex":
Jnlnar los. J:lll.n.tos de impugnación. Con carácter previo formula
la .1nadrnl&lhilldad ~el presente recurso de amparo por las si­
guIentes razones. DlOe qUe la sentencia de la Magistratura de
Trabajo es de fecha 6 de Jullo de 1979 y que quedó firme pOr
presentación fuera de plazo del recurso de suplicación y ello
significa,. a juicio de la Parte que hace esta alegaciÓn, que
úoicaIllEnte contra dicha sentencia y no otra sentencia recaida
1!n el recurso do revisión, cabe el recurso de amparo, puesto
que el arti~lo 44..1.a) al referirse al agotamiento de todos IOB ­
recursos utlhzables dentro de la vía judicial, está aludiendo
según esta parte~ a los recursos ordinarios pero no a los de ca­
rácter extraordinario que no responden a 'la normalidad de un
proceso. En segundo lugar, dice esta parte que no se ha cum~
pUdo con < la exigencia del articulo .f4.lel, a teno-r del cual,
para que pueda ser admitido el reCurso de amparo se precisa
como dondición inexcusable el haber invocado formalmente en
el-proceso el -derecho constitucional vulnerado, tan pronto como
una vez conodda la violación hubiere lugar para ello. Sos·
tiene la parte que cuando se formalizó la demanda de revisión,
ya se hallaba en funcionamiento este -Tribunal Constitucional
y vigente su Ley Organica por lo qUe al interponerse el recurso
extraordinatio de revisión, debió invocarss ya el derecho cons­
titucional que se consideraba vulnerado, y qu~· al no hacerlo se
incurre en una causa que impide el examen de 1& cuestión de
fondo.

Después de oPQnar estas excep~iones. la representación del
Banco Comercial· Transatlántico. examina los motivos de am·­
paro. -y, dice que no existe violación del arUeulo 24.1 de-la

Constituc16D, pUes los actores tuvi4lrOD en todo tiemPo &COf)SO a
los pr'OO!JBOI. 'han ejercitado ante dhtintas Magistraturas de
Trabajó su derecho y han desistido o han sido desestimadas sus
pre~~ionea, Por otra parte no se lee ha producido una vulne_
ración de- garanUas constitucionales puesto que los .documentos
en los que fundaron su demanda de revisión estaban a su día-
posiciÓJi en un archivo público. .

A6.ade esta parte que la sentencia del Tribunal Supremo tam­
Poco Viola el principio de igualdad y dice que los reCUITentea
--más que apoyar su pretensión en el artículo 1t 118 la Constitu­
ción, 10 que hacen es apoyarlo en el articulo 3.2 del Código CivU.
en base a 1& aplloación de 1& equidad, Sostienen que el principio
de igualdad no debe entenderse en UD sentido tal. que práctica­
mente él pronunciamiento sobre UD& situación concreta neve
consigo el obligado e idéntico pronU11Ciamiento sobre otraa 11-
tuaciones aimllares. <

Afiade que, &demás. de acuerdo con 1& doctrina redogida en
la sentencia de este Tribunal Constitucional de fecha ~ de
marzo de 1981. si existe violación del principio de igualdad cuan­
do un mismo precepto se aplique ea oasos iguales oon notorla
desigualdad por motivos arbitrarios. supUesto ante el .cual DO

, nos encontramos en el presente caso. ya que la razón desestima.
torta del recurso de revisión no obedece a motivaciones arQJ:tra~­

rias, mo a razones fundamentadas en la propia inactividad
o negligencia de los actores. Añade que cuanto respecta a 1& in­
vocación que también se hace por el demandante del artículo 3.2
del Código Civil basta con seftalar que dicho precepto'establece
que las resoluciones dé ios TribunaJes sólo podrán descansar
de manera exclusiva en la equidad cuando 1& Ley expresamente
lo· permita. '

Tras estas alegaciones ternl1na 1& representación del Banco
Comercial Transatlántico. S. A" pidiendo que se dicte. sentencia
por la que se deniegue el amparo solicitado al no haberse TUl­
nerado por la sentencia objeto del recurso· ni el arUculo 14. Di
el artículo 24 de la Constitución:'

1,° Terminado el período de &legaciones Be'ftaló para la
deliheTación y fallo de este recurso el día veintitrés de Junio,
en el que etect1vam'ente se delibero y votó.

FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1.° Para enjuiciar sI el amparo-que ha dado lugar a este
proceso, al que ahora ponemos fin. cumple los presupuestoa
que condicionan su admisibilidad; según lo que manda el arto 44,
t) de la L.O.T.C.• y también para Juzgar si se han. conculcado
por actos de los Tribunales los derechos que se invocan por los
recurrentes, -definidos en los artículos 14 y 24 de la ConsUtu­
ci6n debemos comenzar por precisa.r cuál es la decisión Judici&l
por razón: de 1& eaal se pide amparo ., las vulneraciones cons­
titucionales de que 1& acusan aquéllos, El amparo no se c:lirlg8
contra la sentencia del Magistrado de Trabajo. pronunci~
.en el proceso laboral y por la que se Juzgó, en un caso de
la comúnmente llamadaamnistJ:a laboral de 1& ley 4.6119'71.
que los demandantes, a quienes incumbía. 1& prueba del de&­
pido incurso en supuesto amnistiable.. no habían logrado 1&
prueba del despido, presupuesto necesario del Juicio de am­
nistía. La decisión judicial que se trae a esta instancia oons­
titucional ,es la recaida en el proceso de revisión que el sr­
t1culo 189 de la Ley Procesal Laboral. con expresa remisión •
1& revisión civil, arbitra corno remedio rescisorio que permite
rey:isar, en casos tasados. los errores <fe, hecho padecidos en una ­
<;entencla que ha' ganado firmeza. La sentencia recaída. en el
previo proceso laboral, y que devino firme al no recurrlr8e en
suplicación. fue el- objeto de la revisión. Y este _proceso de am..
paro versa sobre la sentencia que ha desestimado la pretensión
rescisoria, articulándose el amparo. en- dos motivos, de los que
el primero. en un orden lógico, es el que .hace relaC!ÓD a 1&
práctica de una prueba, que los recurrentes reputan capItal para
la defensa de 1& revisión, y el segundo pone en cuestión la va­
loración que el Tribunal Supremo ha hecho del ~so de revisión
definido en el numero primero del artículo 1196 de la Ley de
Enjuiciamienw Civil. A estos dos motivos. desde el prisma de lu
garantías procesales constitucionallzadas se diIigirá nuestro an'­
lisis. Pero antes es obligado QUe estudiemos algunos puntos
que so anteponen a este enjuiciamiento, y de los que son pri­
meros los qlle hacen relacIón con 105 presupuestos del articulo '"
de la L.O.T.C~, opuestos como excepciones Impeditivas de UD
pronunciamiento de fondo,

2.0 Si prescindimos de la excepción de 1Ilterposiclón tardía
que opone el Ministerio Fiscal acudiendo a un sistema de cóm­
puto de plazos que no El6 el aplicable en los casos de amparo:
corno dijimos .in extenso", en la sentencia de 21 de abril actu&l
(que puede verse publicada en el .Boletín Oficial del Estado"'~ del
18 de mayo). y a la que nos remitimos evitando reiteraciones
inneoesarias, las eXCEpciones se limitan a las que aduce la d~
fensa del ,Banco Comercial Transatlántioo, S, A.• balo la cober­
tura del artículo 44.11 en sus apartados al y cl. y unidas por la
común idea de que el amparo se dirige contra la sentencia del
Magistrado de Trabajo. Considera el Que exoepciona que en el
texto del artículo 44.llal está implícito Que el amparo tiene que
dirigirse co~tra la _sentencia de instancia, agotados lo~ rec~~s
ordinarios y, por esto. antes de acudir al amparo, debiÓ utl11zar
la suplicación y en la hipótesis de acudir a la revisión. debió
hacer la invocaCión que diCe el articulo 4-4.llcl, también como
presupuesto de amparo. Puesto que el ~mparo se ha diri~ido,
como hemos dicho contra le sentencia que no dio lugar al ludi­
duro rescindens y eS en esta· sentencia en la que se acusa la
vulneración que' los actores reputaD. de trascendencia const1tu~,
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cional, es claro que los alegatos basados en los aludidos'aparta­
dos al y el del número 1 del artículo .... no pueden ser acogidos.
Podrá plantearse si el derecho a la judlsdicción y a las garantías
procesales que conflauran, en lo que es esencial, el derecho al
proceso. comprende también la revisión o remedio revlsorio.
que reconoce y"discipllna la Ley de Enjuiciamiento Civil. CU8S-­
ti6n que será objeto' de análisis en el fundamento siguiente,
más no desviar 10 que el recurrente ha acotado como objeto del
amparo. y siendo esto asi, el requisIto del articulo «.He) ,ha
de ponerse en relación con su finalidad, que es la de someter
al Juez que conoce'del proceso. o al que está atribuida. otras
instancias o recursos úUlas para remediar la vulneración cons­
titucional, los motivos susceptibles de tundar el amparo. con
el designio de introducir en el debate de que conoce el juez o
tribunal 106 motivos referentes al derecho constitucional que se
reputa vulnerado· Y. en su caso, propiciar que se remedie en la
instancia o en los recursos. la vulneración de tal dereoho. Cuan­
do la violación se imputa a la decisión que pone fin al proceso.
sin que existan otras VÍas jurisdiccionales útiles, es claro que
no hay opOrtunidad procesal para la invocación, .deviniendo
tnexigible tal requisito. No otra oosa se colige del articulo 14.1Jc)
cuando a su final dice -hubiere lugar para- ello..

3.° Sin entrar en el análisis de la significación autónoma
o dependiente que respecto del proceso anterior, tiene lo que
nuestra Ley de Enjuicis¡¡iento Civil (en el título XXII del li­
bro Il). Y también el articulo 189 de ·la Ley Procesal Laboral,
llama recurso de revisión y lo que esto comporta en la difícU
colisión entre seguridad y justicia. que está en la base de esta
institución, sí qUe puede aIlI'Dlarse que la revisión es' instru­
I;llento que sirve al ejercicio del derecho a obtener la invalidación
de la sentencia que ha ganado rlNneza. en los 08S0S que el legis­
lador, en esa colisión comprometida entre seguridad y justicia
abre vias para rescindir un proceso anteriOl". Instituida la revi­
sión. alcanza a ella las garantías fundamentales contenidas en el
árticulo 24.1} de la Constitución Esp.añola Y. por tanto, las de
acceso a la revisión y al conocimiento de 1& pretensión revisora
en el proceso debido. asegurand'J el. contenido esencial de este
derecho instrumental. Como los demandantes acusan la vulne~
ración de este artículo 24.1l aduciendo dos órdenes de considera­
cionEl6. ael que el primero en un orden lógico. haoe -relación a
una prueba no practicada que consideran capital, de lo que in­
fieren que se ha producido indefensión, y el segundo se contrae
al juicio que- ha hecho la sentencia por razón de la cual se for­
mula el amparo. respecto al senti40 y alcance del artículo 1796.
causa La. de la Ley de Enjuiciamiento Civii. y desde-esta inter­
pretación, a como debe tratarse el motivo de revisión alegado
por los recurrentes, a estos dos puntos, únicos invocados bajo
el alegato del derecho a la tutela Jurisdiccional. en los términos
que dice aquel precepto constitucional, dedicamos las consíde~
raciones siguientes. '

4_0 Podrá justificarse un alegato de indefensión, si intentado
en tiempo y forma unas pruebas que siendo pertinentes son
también lnnuyentes para la decisión del litigio, el JueZ del
proceso las rechaza. no remediando mediante otras actividades
probatorias la indefensión. Con pertenecer esto, en principio. al
á:aa. de . las funciones del juez. y su remedio, a las instancias
SigUIentes. Y. en su caso,- a 14L casación por vicios relativos a la
prueba. POdrá darse supues.tos en que agotados todos los medios
disponibfes en sede judicial. la denegación pueda tener acceso
al amparo constitucional. como generadora de una indefensión
patente. acceso, por lo démás, que deberá sentarse en una sólida
justificación pOr cuanto el Tribunal Constitucional no está es-­
tablecido para velar, y, en su caso: oorregir, todos los vicios -In.
procedendo. Son aquéllos que incidan en 10 que es esencial del
derec~o a la jU~cci6nyal proceso debido, y, que por esto. el
constItuyente. ha moorporado a los derechos fundamentales do­
tándoios de la ~rotección reforzada que significa el artículo '53.2}
de la ConstituClón. los qUe pueden recabar mediante el amparo
q!J~ regulan los artículos 41 y siguientes de la L.O.T.C. una de­
clsl.ón reparadora de este Tribunal. en los términos que define el
articulo 55.1}. tambIén de 1& L.O.T.C. Mas. en cualquier caso.
presupuesto de tal invocación de indefensión es que la prueba
haya sido denegada, lo que. ciertamente. no' ha ocurrido en el
caso de que estamos conociendo. pues regulada aqui -la materia.
según .l0. ~isP'l;1esto en los artículos 750 y los que siguen de la Ley
d~ Enlulcl!i-mIento Civil. a los que se remite el articulo 1.802.
el soJo reCIbimiento a prueba no constituye &1 Tribunal:en im­
pulsor de la que pueda resultar influyente para. la decIsIón,
pUes la proposIción de prueba habrán de realizarla las partes y
acordarla el Tribunal. valorando su pertinencia y utilidad. Sólo
puedeQ entenderse quebrantada! las garantías de un proceso

Pleno. Cuestión de tMonstituctonalid4d número
54/1982<-Sentencía número 5111982, de 19 de- julio.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Ma­
Iluel Gar~a-Pelayo _y Alonso. PriJsldente;· don Jerónimo Aro.
zamena Sierra. don Angel Latorre Segura. don Manuel Diez
de Velasco Vallejo, don Francisco Rubio Llorente. dotla Gloria­
Beg.ué Cantón. don Luis Diez Picaza. don Francisco Tomás y
Vahente~ don Rafael Gómez-Ferer Morant, don' Angel Escude­
ro del Corral, don Plácido Fernández Vla¡¡aa y don Antomo

cuando. propuesta la prueba, ha sido denegada. y tal prueba es
congruente e influyente para la decisión. Si esto es &si con un
oarácter de generalidad. es claro que falta el presupuesto nece­
sario para que pueda enjuiciars3 8'1 se ha. producido una inde­
fensión quebrantadora del derecho &1 proceso debido. que tiene
en el artículo 24 su reconocimiento oonstitucional.

5.° El otro motivo del amparo, aJ. que ya aludíamos anterior­
mente (en el fundamento tercero), pretende traer al enjuicia­
miento constitucional, el juicio de revisión, pues de lo que dis­
crepan los recurrentes· es de la' interpretación que el Tribunal
SUPremo (Sala Sexta) haoo'del art:iculo 1.796, 1,0. de la Ley de
EnJ1rlciamiento CivU, y desde esta 1n~rpretación. la solución que,
se da en la sentencia por razón de la cual se formula el amparo,
a la pretensión 'de revisión. Si el contenido de la revisión es,
en el· ClBSO del artículo 1.796. 1." un juicio respecto al carlcter
decisivo del documento en que se funda 1& demanda de revisión
y, concurriendó..esta imprescindible influencia. el que se trate
de un documentb recobrado de imposible aportación en el proce­
SO CUYa revisión se pretende. imposibUldad por la concurrenda
de fuerza mayOr o por- obra de la parte contraria, el q'ue nosotros
ahora analizáramos estos condicionantes de la revisión. cuales
son el carácter decisivo de los documentos recobrados y la fuerza
mayor o la actuación de la otra parte, como generadoras de la
Imposlb1l1dad de la - aportación del documento, entrañarla un
nuevo JuiciO de revisión. El que los recurrentes disientan del
Juicio el Tribunal Supremo ·respecto a que no es asimílabte a la
tuerza mayor ni el -desconocimIento ni- la falta de diligencia,
y que existe falta de diligencia cuando el documento se encoo8

·traba en un archivo. no entraña una acusación de que se haya
violado el derecho proclamado por el artículo 24.0, pues aquí
lo que se tutela es el derecho de toda persona a que sus -derechos
e intereses legitimas tengan acceso a un proceso, y que éste se

. desarrolle con las garantías aseguradqras de la defensa.
s.o Se invoca por los recurrentes la sentencia que también

en recurso de revisiÓn laboral pronunéló el .Tribunal Supremo
el 15 de abril de 1980", para anudar a ella un precedente que, al
decir de quienes la invocan. de~ió vincular en el sentido de dar
una solución favorable a la revisión por ellos postulada. y que
al no deducirse así. debe acogerse por este Tribunal Constitu­
cional y ordenarse la rescisión de la sentencia de Magistratura.
para que la solución aqui no sea distinta de la considerada en
le. sentencia que se ·cita como precedente. todo lo cual· se pre­
tende cobijar en el principio de igualdad en la aplicación de la
ley. A esta argumentación, se opone, ante todo, que lo invocado
proPiamente aqui, no es el principio de igualdad, qU9 veda so­
luciones desiguales no fundadas en razones jurídicam':lnte aten­
dibles, como dijimos en la sentencia del 30 de marzo de 1981
(publicada en el ..Boletfn Oficial del Estado_ del 14 de ~briIl;
sino la equidad como criterio de moderación de las consecuencias
rigurosas a 1& que conduce una aplicación estricta del articulo
1.796, causa 1.a de la Ley de Enjuiciamiento Civil. moderación.
por lo demás, que se intuye del contexto judicial precedente.
pues tampOCO se dio entonces lugar a la revisión. por no- justi-
ficarse el carácter decisivo. - >

Por otro lado, no son remédiables aquí las omisiones o falta
de diligencia que hayan podidó producirse en el proceso de ins- '
tancia y que pudieran ser imputables a la parte que asume la
carga de la prueba. El amparo protege a los ciudadanos frente
a violaciones de sus derechos o libertades, comprendidos en los
articulas 24 al 30 de la Constitución y, entre ellos el derecho al
tJroceso debido, y este derecho no ha sido -conculcado en la
revIsión. '

En atención a todo Ir expuesto. eJ Tribunal ConstItucional,
POR LA AUTORTDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
OS LA NACION ESPAilOLA

Ha decidIdo:

Oenegar el amparo pedido por don Antonio Doblado Persiva,
don Luis Gamboa Corrales. dolia Angeles López Mateos, como
viuda de don Salvador Gimeno Esteban, don José Gundian So­
rIano Y don Anastasio Panadero HemAndez.

Publíquese esta sentencia en el _Boletín Oficial del Estado....

Madrid, quince de julio de mil novecientos ochenta y dos.­
Jerónimo Arozamena Sierra.-Fr&nclsco Rubio Llorente.-Luis
Diez P1cazo.-Francisco Tomás y Valiente.-Plácido Fernández
Vlagas.-Antonio Truyol Serra.-Flrmados y rubricados.

Truyol Serra, Magistrados. há pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En la cuestión de lnconstitucionaUdad número 54/1982, plan.,;

teada por el Magistrado de Trabajo número 18 de Madrid, en
relación con el articulo 131. párrafo final. del texto refundido
de la Ley de Procedimiento Laboral aprobado por Real De-:
creta leBislative 1588/1980, de 13 de Junio. Han comparecido el


